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Voces Jurídicas
ABORTO; DENEGATORIA DEL BENEFICIO; PROBATION; 

En la Ciudad de San Salvador de Jujuy, Departamento Dr. Manuel Belgrano, Capital de la Provincia de Jujuy, República Argentina, a los un días del mes de octubre dos mil quince, siendo horas nueve, reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal en lo Criminal Nº 2, los señores Vocales titulares Dres. ANTONIO LLERMANOS y LUIS ERNESTO KAMADA, y la Dra. CLAUDIA CECILIA SADIR, Vocal habilitada, bajo la Presidencia del primero de los nombrados, vieron el Expte. 107/11, caratulado: "J. L. V.: aborto - Ciudad”, y 

C O N S I D E R A N D O: 

Que el abogado defensor del inculpado J. L. V., Dr. Juan Carlos Dávalos a fs. 193/196 solicita la aplicación a favor de su defendido de la suspensión del juicio a prueba, mencionando los presupuestos de su procedencia. 

Por su parte el señor Fiscal de Sala en su escrito de fs. 233/233 vta., se opone al pedido formulado. Fundamenta su negativa en el hecho de que de las constancias de autos surge que el peticionante fue imputado como probable autor responsable del delito de aborto, art. 85 inc. 2º del Código Penal y considerando la naturaleza del injusto incriminado, teniendo en cuenta que el procesado registra condena anterior por ser autor material del delito de aborto consentido, conforme surge del informe de reincidencia de fs. 165/167, no resulta probable que pudiera aplicarse una condena de ejecución condicional, para el caso de resolver en el supuesto de sanción con una pena.

Asimismo la parte querellante, no contesta la vista conferida. 

Analizados los presentes obrados, considero que debe rechazarse el pedido de suspensión de juicio a prueba formulado por la defensa, por los siguientes fundamentos: 

El art. 76 bis 4º párrafo del Código Penal establece que el dictamen del Fiscal de alzada resulta, en principio, vinculante, sujeto al control jurisdiccional de logicidad y fundamentación, en base a las facultades que posee el mismo en su carácter de titular del ejercicio de la acción pública. 

De acuerdo a tales extremos, debe analizarse si el dictamen fiscal emitido en la presente cumple con tales requisitos. Según surge de fs. 237/237 vta. el mismo se opone a la concesión de la probation haciendo hincapié a la naturaleza del injusto y el daño provocado como consecuencia del accionar culposo que se le achaca al imputado y en este contexto no resulta probable aplicársele una pena de ejecución condicional. 

Ahora bien, teniendo en cuenta lo expuesto por el representante del Ministerio Público Fiscal, dicha oposición, cuenta con fundamentos suficientes para considerarla de carácter vinculante para el tribunal. 

De allí que la ausencia de consentimiento fiscal en el caso en estudio torna improcedente la solicitud de suspensión de juicio a prueba formulada por la defensa de J.D.A. 

Así la Cámara Nacional de Casación Penal en el plenario "Kosuta, Teresa Ramona s/recurso casación", del 17 de agosto de 1999, dijo que: "la oposición del Ministerio Público Fiscal, sujeta al control de logicidad y fundamentación por parte del órgano jurisdiccional, es vinculante para el otorgamiento del beneficio". Postura que no se ha visto modificada por el fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación "Acosta, Alejandro Esteban s/ infracción art. 14, primer párrafo, de la ley 23.737 —causa n° 28/05—, del 23 de abril de 2008. 

Por las simples consideraciones que anteceden, corresponde denegar el pedido de suspensión de juicio a prueba solicitado por el Dr. Juan Carlos Dávalos en representación del encartado J. L. V.. 

Así voto. 

El Dr. Luis Ernesto Kamada dijo: 

Vienen los presentes autos a despacho a efectos de que emita pronunciamiento sobre la materia sometida a conocimiento y decisión de este Tribunal, atinente al pedido de suspensión de juicio a prueba solicitado por el encartado, J. L. V..

De manera liminar, expreso mi total adhesión a la conclusión a la que arribara el Sr. Presidente de trámite en su voto, restándome sólo explicitar algunas consideraciones que estimo útiles para la dilucidación del asunto.

1.

El Sr. Representante del Ministerio Público Fiscal formuló a fs. 233 su oposición al andamiento del pedido realizado por V. en atención a un argumento específico, a saber, que por contar con condena anterior, en el supuesto de ser encontrado culpable y penado en la presente causa, el encartado no podría acceder al beneficio previsto por el art. 26 del Código Penal.

Atento a que, conforme criterio ya fijado por el suscripto, el pronunciamiento fiscal debe ser examinado con ajuste a los criterios de razonabilidad y legalidad que debe satisfacer en por tratarse de un acto emitido por un funcionario público (ver por todos EXPTE. Nº 09/2011 “M. A. V.: LESIONES GRAVES. CIUDAD”), deviene menester realizar su pormenorizado examen en pos de determinar si el mismo se encuentra cabalmente justificado.

2.

En este orden de ideas, resulta indispensable verificar que la cuestión de fondo en estudio queda atrapada en el segundo inciso del art. 85 del Código Penal, cuya escala penal se extiende entre un año a cuatro años de reclusión o prisión. Ello así en virtud de lo expresado por el Sr. Fiscal de Instrucción en su requerimiento de citación a juicio de fs. 169/170.

En este caso, entonces, resulta de aplicación lo establecido por el art. 76 bis, en su cuarto párrafo, en tanto autoriza la procedencia de la suspensión del juicio a prueba “si las circunstancias del caso permitieran dejar en suspenso el cumplimiento de la condena aplicable, y hubiese consentimiento del fiscal…”. 

En la especie, tal como surge de lo informado por la División Antecedentes Personales de la Policía de la Provincia, a fs. 65, y por el Registro Nacional de Reincidencia, a fs. 165/167, el encartado ya fue condenado a dos años de prisión en suspenso, con ajuste a lo preceptuado por el art. 26 del Código Penal, por este mismo Tribunal en la causa nº 92/01, mediante resolutorio emitido el 25 de julio de 2001. En su mérito, entonces, para el supuesto de recaer sentencia condenatoria en la presente causa, ésta no sería susceptible de ser dejada nuevamente en suspenso toda vez que no constituiría la “primera condena a pena de prisión”, como lo exige el mentado art. 26.

Por otra parte, y si bien es cierto que el segundo párrafo del art. 27 del digesto punitivo autoriza que la suspensión sea acordada por segunda vez, no es menos cierto que ello sólo es posible si ha transcurrido el plazo que marca la misma ley a partir de la primera condena firme que, en el caso de ser ambos delitos dolosos -como en efecto lo son, según la tipificación legal que los contiene-, es de diez años. Este lapso no se ha agotado en virtud de que el hecho relatado por la Fiscalía en su requerimiento de elevación de la causa a juicio, fue situado temporalmente el 6 de noviembre de 2009.

3.

Por lo tanto, para el hipotético caso de que V. fuera condenado en la presente causa, no sería posible aplicar nuevamente a su respecto la previsión del art. 26 del Código Penal, lo que, en consecuencia, lo excluye de la disposición contenida en el cuarto párrafo del art. 76 bis del mismo digesto sustantivo. Ello torna procedente la oposición expresada por el Sr. Representante del Ministerio Público Fiscal a fs. 233, debiendo desestimarse el pedido de suspensión de juicio a prueba deducido por J. L. V..

Así voto.

La Dra. Claudia Cecilia Sadir dijo: 

Que teniendo en cuenta lo establecido por el Art. 12 de la Ley orgánica del Poder Judicial Nº 4055/84, adhiero en un todo a lo expresado por los señores Vocales preopinantes. 

Así voto. 

Por ello, el Tribunal en lo Criminal Nº 2, 

R E S U E L V E: 

I.- Denegar el pedido de suspensión de juicio a prueba solicitado por el Dr. Juan Carlos Dávalos en representación del encartado J. L. V..

II.- Notifíquese, hágase saber, comuníquese, etc..

 

